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RESUMEN 
La Tesis que hemos denominado “PROBLEMÁTICA DE LA INTERVENCIÓN 
DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LOS CASOS DE DIVORCIO POR 
SEPARACIÓN CONVENCIONAL - TRUJILLO- 2016”, responde a la necesidad 
de determinar el grado de importancia de la intervención del Ministerio Público en 
los casos de divorcio en nuestra legislación. 
 
En este sentido, la formulación de nuestro Problema es el siguiente: ¿CUÁLES 
SON LOS FACTORES JURÍDICOS POR LOS CUALES SE DEBE SUPRIMIR LA 
INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LOS PROCESOS DE 
DIVORCIO POR SEPARACIÓN CONVENCIONAL - TRUJILLO 2016?, para lo 
cual se ha propuesto la siguiente hipótesis de investigación: “Los factores 
jurídicos por los cuales se debe suprimir la intervención del Ministerio 
Público en los procesos de divorcio por separación convencional son: la 
autonomía privada de la voluntad y la irrelevancia práctica de su actuación 
en el proceso”. 
 
A nivel de los objetivos nos hemos propuesto determinar los factores por los 
cuales se puede sostener la no intervención del Ministerio Público en los procesos 
de divorcio por separación, según estudio en Trujillo- 2016; estudiar los aspectos 
más importantes vinculados al tema del matrimonio y el divorcio, en sus aspectos 
doctrinales y legislativos, y conocer las principales características del rol que se le 
ha asignado al Ministerio Público en los procesos de divorcio por separación. 
 
En este orden de ideas, pues, hemos llegado a la conclusión que la capacidad de 
ser parte del proceso es la aptitud para ser titular de derechos y deberes 
procésales. En este aspecto, si bien es cierto el Ministerio Público interviene para 
cumplir con el principio de legalidad al encontrarse establecido en una norma, 
resulta decorosa su intervención, ya que su ausencia no repercutirá en el fondo de 
la controversia de divorcio. 
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ABSTRACT 
 
The thesis we have called " PROBLEMATIC OF THE INTERVENTION OF THE 
PUBLIC MINISTRY IN THE CASES OF DIVORCE FOR A CONVENTIONAL 
SEPARATION - TRUJILLO- 2016" responds to the need to determine the degree 
of importance of the intervention of the public prosecutor in cases of divorce in our 
legislation . 
 
In this sense, the formulation of our problem is this: WHAT ARE THE LEGAL 
FACTORS FOR WHICH INTERVENTION TO DELETE PUBLIC PROSECUTOR 
IN THE PROCESS OF DIVORCE BY separation-TRUJILLO for 2016 ?, which has 
proposed the following hypothesis: "The legal factors which should suppress 
the intervention of the Public Ministry in the process of divorce for 
separation are private autonomy and the mootness of his performance in the 
process." 
 
In terms of the objectives we have set out to determine the factors which can not 
sustain the intervention of the Public Ministry in the process of divorce for 
separation, according to Trujillo study in 2015; study the most important aspects 
related to the subject of marriage and divorce in their doctrinal and legislative 
aspects, and the main characteristics of the role that has been assigned to the 
Public Ministry in the process of divorce for separation. 
 
In this vein, then, we have concluded that the ability to be part of the process is the 
ability to have rights and procedural duties. In this aspect, albeit the Public Ministry 
intervenes to comply with the rule of law to be established in a rule, his speech is 
decent, and their absence does not affect the merits of the divorce. 
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1.1.- REALIDAD PROBLEMÁTICA  
 
La presente investigación la hemos orientado a conocer las razones por las cuales 
la intervención del Ministerio Público, en los casos de separación 
convenvencional, debería suprimirse en función a la naturaleza misma del 
proceso tal como está diseñado en nuestro ordenamiento procesal civil. 
 
Nuestro sistema divorcista actualmente ofrece para quienes quieran acceder al 
divorcio dos caminos: Si ambos cónyuges están de acuerdo, pueden iniciar un 
proceso de separación convencional. Luego de dos meses de obtenida la 
sentencia cualquiera de los interesados puede pedir que se dicte un divorcio. 
 Cuando no hay acuerdo para divorciarse entonces se usan las llamadas causales 
de divorcio. Una de las características de la separación convencional es que el 
entendimiento entre la pareja da lugar a un acuerdo determinado. No obstante, de 
no existir acuerdo, la demanda la dirigen contra el Ministerio Público, 
representado por los fiscales, quienes tienen la misión de representar a la 
sociedad que se opone al pedido de separación de ambos cónyuges. 
 
El 16 de mayo de 2008  fue publicada la Ley Nº 29227 que regula el 
procedimiento no contencioso se separación convencional y divorcio ulterior, 
siendo que a partir de la vigencia de la citada Ley, van a poder tramitarse estos 
procedimientos en las municipalidades y notarias. Asimismo el 13 de junio del 
mismo año se publicó su Reglamento (Decreto Supremo Nº 009-2008-JUS). 
 
En un proceso de separación convencional tramitado a nivel judicial, conforme lo 
dispone el artículo 579° del Código Procesal Civil, el juez tiene la posibilidad de 
aprobar o desaprobar el convenio propuesto, cuando no se asegure 
adecuadamente la obligación alimentaria y los deberes inherentes a la patria 
potestad y derechos de los menores o incapaces y es donde el Ministerio Público 
tiene una actuación determinante al ser el defensor de los intereses de la 
sociedad en ésta caso de la familia y de los hijos menores. En cambio, en el 
procedimiento no contencioso de la Separación Convencional y Divorcio Ulterior 
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en las Municipalidades y las Notarías, esta posibilidad de no acoger el convenio 
no existe, en primer lugar porque ya no hay convenio, pues ya está resuelto. El 
Régimen Patrimonial no debe ser liquidado ni debe regularse el régimen de la 
patria potestad pues su contenido concreto: tenencia, régimen de visitas y 
alimentos debe encontrarse previamente regulado sea mediante sentencia firme o 
acta de conciliación extrajudicial. 
 
En la actualidad un Proceso Judicial de Separación Convencional, es tramitado 
como proceso sumarísimo conforme a las reglas establecidas en los artículos 573 
a 580 del Código Procesal Civil, que implica únicamente la calificación judicial de 
los requisitos de la demanda básicamente la propuesta de convenio y el posterior 
 traslado al Ministerio Público en los casos en los que hay hijos menores de edad 
y la realización de una audiencia, después de la cual si es que los cónyuges no 
revocan su decisión dentro de los treinta días naturales posteriores a su 
realización, se encuentran expeditos los autos para la emisión de la sentencia de 
separación convencional a partir de cuya notificación, cualquiera de los cónyuges 
luego de transcurridos dos meses puede solicitar la disolución del vínculo 
matrimonial. 
 
El Ministerio Público al actuar como parte en este tipo de procesos (en el 
supuesto que existiesen hijos menores), tiene que contestar la demanda, siendo 
que se debe tener en cuenta, que en ésta demanda, se adjunta una Propuesta de 
Convenio referido a los regímenes establecidos en el artículo 575º del Código 
Procesal Civil, donde el Juez de Familia tiene incidencia pues puede aprobar o no 
la propuesta de convenio dentro de un marco legal, para que puedan ser 
ejecutados en su oportunidad.  
 
La demanda se presenta conjuntamente por ambos cónyuges; precisamente por 
eso se denomina separación convencional. Debe reunir los requisitos que 
establece el artículo 424° del Código Procesal Civil y anexos que establece el 
artículo 425° del mismo Código, además de un anexo especial consistente en la 
propuesta de convenio, firmada por ambos cónyuges, que regule los regímenes 
4 
 
de ejercicio de la patria potestad, de alimentos y liquidación de la sociedad de 
gananciales conforme al inventario valorizado de los bienes cuya propiedad sea 
acreditada. El inventario valorizado llevará la firma legalizada de los cónyuges 
(Arts. 575 y 548°C.P.C.).  
 
En el proceso de separación convencional requiere una suerte de 
“procesalización”; es asi que ambos cónyuges van a unirse para conformar una 
sola parte, para enfrentarse al Ministerio Público, quien actuará en calidad de 
parte y como tal "no emite dictamen", sino que tiene el deber de contestar la 
demanda y realizar todos los actos relacionados con la defensa de la parte que 
representa para completar la bilateralidad del proceso. Esta procesalización 
estará orientada a la aprobación judicial del convenio presentado. 
 
El Ministerio público interviene  como parte, "solo si los cónyuges tuviesen hijos 
sujetos a patria potestad", es decir, cuando los hijos son menores de edad o 
cuando éstos sean incapaces. Con ello, el ordenamiento jurídico busca defender a 
la familia, y si su unión y armonía se encuentra en juego tiene como misión de 
brindarle tutela. La familia, como es sabido, está reconocida por la Constitución 
Política como una institución natural y fundamental de la sociedad. 
 
Esto implicaría que la misión asignada al juez, al margen de emitir una 
declaración constitutiva, es atribuirle una misión contraria con fin homologatorios 
sobre la propuesta contenida en el convenio de separación convencional, para 
verificar no solo la capacidad de disposición de los cónyuges intervinientes sino 
las condiciones que por ley se exige para promover este tipo de pretensiones, 
como es el caso del tiempo transcurrido entre la celebración del matrimonio y el 
pedido de separación convencional y ulterior divorcio. 
 
Si se tiene en cuenta, que los intereses en juego en el proceso civil son privados, 
predominando en ellos la autonomía de la voluntad de los particulares, el proceso 
civil no es un campo normal de actuación para el Ministerio Público, pero razones 
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como defensa de legalidad, del interés público tutelado por la ley y satisfacción a 
través de la jurisdicción al interés social justifican su ingreso. 
 
En la casuística judicial actual, el Ministerio Público siendo parte en el proceso, 
tiene una actuación muy limitada, pues solamente absuelve la demanda y 
concurre a la audiencia, pero no impulsa el proceso;  no solicita la declaración de 
rebeldía del cónyuge que no absuelve el traslado de la demanda; y de 
conformidad con lo previsto en el art. 354, del Código Civil, se expide la sentencia 
de divorcio ulterior, sin audiencia, y por consiguiente sin la intervención del 
representante del Ministerio Público.  
 
Esto permite advertir que la intervención del Ministerio Publico es superflua al 
exigir el traslado de dictámenes intrascendentes, siendo un serio obstáculo para 
un eficaz desarrollo del proceso y una efectiva tutela jurisdiccional.  
 
Asimismo los cónyuges, tienen la facultad de impulsar el proceso civil en forma 
exclusiva conforme lo prescribe taxativamente el art. 480, del CPC, pues, en 
primer lugar, la separación de hecho es la interrupción de la vida en común de los 
cónyuges, que se produce por voluntad de uno de ellos o de ambos. 
 
En segundo lugar, se ha producido la desunión por decisión unilateral o conjunta, 
es decir, la naturaleza de esta causal no se sustenta  necesariamente en la 
existencia de un cónyuge culpable; en tercer lugar, considerando que se trata de 
una separación convencional en donde no existen hijos que pudieran verse 
perjudicados por dichas desunión, la intervención del Ministerio Público generaría 
la lentitud del proceso. 
 
 
1.2.- ENUNCIADO DEL PROBLEMA 
 
¿CUÁLES SON LOS FACTORES JURÍDICOS POR LOS CUALES SE DEBE 
SUPRIMIR LA INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LOS 
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PROCESOS DE DIVORCIO POR SEPARACIÓN CONVENCIONAL - TRUJILLO 
2016? 
 
1.3.- HIPÓTESIS  
 
“Los factores jurídicos por los cuales se debe suprimir la intervención del 
Ministerio Público en los procesos de divorcio por separación convencional 
son: la autonomía privada de la voluntad y la irrelevancia práctica de su 
actuación en el proceso”. 
 
VARIABLE INDEPENDIENTE  
 
Factores jurídicos por los cuales se debe suprimir la intervención del Ministerio 
Público en los procesos de divorcio por separación convencional. 
 
VARIABLE DEPENDIENTE 
- Autonomía privada de la voluntad y  
- La irrelevancia práctica de su actuación en el proceso”. 
 
1.4.- OBJETIVOS 
 
1.4.1.-  GENERAL 
 
 Determinar los factores por los cuales se puede sostener la no 
intervención del Ministerio Público en los procesos de divorcio 
por separación convencional, según estudio en Trujillo- 2016. 
 
1.4.2.- ESPECIFICOS  
 
 Estudiar los aspectos más importantes vinculados al tema del matrimonio y 
el divorcio, en sus aspectos doctrinales y legislativos. 
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 Conocer las principales características del rol que se le ha asignado al 
Ministerio Público en los procesos de divorcio por separación convencional. 
 Fundamentar las razones por las cuales se postula la no intervención del 
Ministerio Público en los procesos de divorcio por separación convencional. 
 
 
1.5.- JUSTIFICACIÓN 
 
El problemática de la presente investigación nos permite analizar 
sistemáticamente el fenómeno jurídico de la intervención del representante del 
Ministerio Público  en los procesos sobre Separación Convencional,  en los cuales 
su intervención  resulta irrelevante para el fallo del Juez; lo cual justifica la 
necesidad de una reforma legislativa, pues queda claramente establecido que 
nuestro ordenamiento jurídico procesal civil, pues el Ministerio Público no debe 
intervenir en decisiones que son exclusivamente privadas de los  cónyuges,  
quienes al separarse de hecho actúan en ejercicio del derecho  a su libertad y de 
sus intereses personales dentro de los límites que la ley establece.  
El Ministerio Público, se limita a opinar que, a fin de preservar la estabilidad y 
permanencia de la relación conyugal, debe optar por otras alternativas distintas a 
la que representa la Disolución Vínculo matrimonial, tratando de salvar su 
matrimonio; pues oponerse al divorcio, en situaciones de conflictos, podría 
generar actos de violencia familiar física y/o psicológica con grave repercusión en 
los mismos cónyuges y los hijos, que además desencadenaría en una inadecuada 
formación de la personalidad de los miembros de la familia.  
El problema  principal que genera la intervención del Ministerio Publico en los 
procesos de divorcio es la necesidad de disminuir la carga procesal del Poder 
Judicial. Siendo que esto sea un fin atendible e importante para el trámite que 
brinda a las personas, conforme a su autonomía individual en mejores 
condiciones que las actuales.  
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Si dos personas han decidido dar por terminado  su proyecto matrimonial no tiene 
viabilidad la intervención del Ministerio Publiocuando este genera una congestión 
del Poder Judicial. Sera necesario asegurar marcos jurídicos que garanticen la 
eficacia del Ministerio Publico.  
Esta iniciativa va bien encaminada hacia ello pese a que actualmente no tiene un 
papel importante tendra que cambiarse para que las personas  puedan acceder 
más fácilmente y de una manera rápida  a concretar las decisiones que toman 
sobre sus vidas. 
En definitiva la intervención del Ministerio Publico en los procesos civiles de 
divorcio convencional en los casos del matrimonio sin hijos resultaría siendo un 
obstáculo e irrelevante para el proceso y para una adecuada tutela jurisdiccional. 
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CAPÍTULO II 
_______________________________________________________________________________ 
MARCO TEÓRICO 
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TITULO I 
EL MATRIMONIO 
 
1.1. CONCEPTO: 
 
El matrimonio es una institución social que crea un vínculo conyugal entre 
sus miembros. Este lazo es reconocido socialmente, ya sea por medio de 
disposiciones jurídicas o por la vía de los usos y costumbres. El matrimonio 
establece entre los cónyuges y en muchos casos también entre las familias 
de origen de éstos una serie de obligaciones y derechos que también son 
fijados por el derecho, que varían, dependiendo de cada sociedad. De igual 
manera, la unión matrimonial permite legitimar la filiación de los hijos 
procreados sus miembros, según las reglas del sistema de parentesco 
vigente. 
 
Desde el punto de vista del derecho occidental, el matrimonio constituye 
una unión de dos personas que tiene por finalidad constituir una familia. 
Hasta hace pocos años se consideraba un elemento esencial de la 
definición el hecho que ambos contrayentes debían ser de sexo opuesto, 
pero en el último tiempo este elemento ha sido objeto de moderaciones 
debido a la introducción, por algunos ordenamientos, del matrimonio entre 
personas del mismo sexo. 
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Por su lado, en vista de la información etnográfica obtenida de diversas 
sociedades, la antropología del parentesco define el matrimonio como la 
unión de dos o más personas que cumplen roles heterosexuales incluso 
tratándose de matrimonios homosexuales que en su caso sirve para 
legitimar la descendencia de una mujer y que establece relaciones de 
alianza entre los grupos de parentesco de los cuales provienen sus 
miembros. 
 
El matrimonio puede ser civil o religioso y, dependiendo de la religión o del 
ordenamiento jurídico, los derechos, deberes y requisitos del matrimonio 
son distintos. Ahora bien, no todas las sociedades establecen la distinción 
entre matrimonio civil y matrimonio religioso, válida sólo en Occidente. 
Hasta hace menos de dos centurias sólo había matrimonio religioso, al que 
se considera un sacramento. 
 
La forma tradicional de matrimonio es entre un hombre y una mujer, con la 
finalidad de constituir una familia. Esa definición ortodoxa ha sido 
cuestionada, de una parte, porque se ha otorgado reconocimiento a las 
uniones entre un hombre y una mujer con finalidades prácticamente 
idénticas al matrimonio, pero que adoptan formas y denominaciones 
distintas.  
 
12 
 
Por otro lado, el desarrollo de nuevos modelos de familia (parejas no 
casadas con hijos, madres solteras) ha desvinculado la función 
reproductiva del matrimonio.  
 
 
1.2. EFECTOS JURÍDICOS DEL MATRIMONIO 
 
El matrimonio produce una serie de efectos jurídicos entre los cónyuges y 
frente a terceras personas, de los cuales los fundamentales son los deberes 
u obligaciones conyugales, el parentesco, la adquisición de derechos 
sucesorales entre los cónyuges y el régimen económico del matrimonio, que 
tiene distintas modalidades en los diferentes países. Además, en varios 
países produce de derecho la emancipación del contrayente menor de edad, 
con lo cual éste queda libre de la patria potestad de sus padres y podrá en 
adelante actuar como si fuera mayor, aunque posteriormente se divorcie. 
 
1.3. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DEL MATRIMONIO 
 
Las características generales de la institución del matrimonio incluidas en 
algunos ordenamientos jurídicos son la dualidad, la heterosexualidad y el 
contenido en cuanto a derechos y deberes; conforme explicaré a 
continuación: 
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La dualidad del matrimonio es el principio por el que la institución está 
prevista, en principio, para unir a dos personas y vincularlas para su 
convivencia y procreación. En algunos ordenamientos, en especial los de 
base islámica, se reconoce la posibilidad de que un hombre contraiga 
matrimonio con más de una mujer. Pero incluso en este caso la institución 
vincula a una persona con otra, pues las diversas mujeres que un musulmán 
pueda tener no están unidas, en principio, por ningún nexo matrimonial ni 
tienen derechos y obligaciones entre sí.  
 
Tradicionalmente el matrimonio exige la pertenencia de cada contrayente a 
uno de ambos sexos, de manera que un hombre y una mujer son los únicos 
que, en principio, pueden contraer matrimonio. Este principio está siendo 
modificado en algunos países en favor del principio de igualdad, a fin de 
reconocer la paridad de derechos y obligaciones entre hombre y mujer y 
extender los beneficios que implica la institución del matrimonio a parejas 
formadas por personas del mismo sexo (matrimonio homosexual), 
lógicamente, ya que hay parejas heterosexuales que se casan y tampoco 
tienen hijos.  
 
El contenido en cuanto a derechos y deberes de los cónyuges varía en 
función del ordenamiento jurídico de cada país, pero por lo general todos les 
imponen a los cónyuges la obligación de vivir juntos y guardarse fidelidad, de 
socorrerse mutuamente, de contribuir al levantamiento de las cargas 
familiares y de ejercer conjuntamente la potestad doméstica y la patria 
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potestad sobre los hijos, que se presumen comunes salvo prueba en 
contrario. Las singularidades del contenido del matrimonio en cuanto a 
derechos y deberes de los cónyuges derivan en cada país de su propia 
concepción cultural de la institución, que ha dado forma a la misma en su 
legislación positiva y en su práctica jurídica.  
 
1.4. EL MATRIMONIO COMO CONTRATO CIVIL 
 
Es necesario considerar la preexistencia de una relación vinculante de 
carácter legal denominado Matrimonio, el cual es considerado como la 
institución social más importante en la que a través de esta se establece la 
integración de una familia, derivada de la ley biológica que exige la 
perpetuidad de la especie humana.  
 
Asimismo, el Matrimonio se podría definir como  contrato civil y público,  
porque tiene la presencia del Estado,  y solemne  (ad solemnitatem) porque 
necesita requisitos para que tenga validez, el cual es celebrado entre dos 
personas de sexo diferente (hombre y mujer), con el objetivo de perpetuar la 
especie.   
 
En el aspecto civil, es considerado como un contrato el cual sólo será válido 
si se ciñe a las normas establecidas por nuestra ley, como contrato este 
reviste una serie de formas solemnes sancionadas por una autoridad civil en 
tal carácter contractual podemos asumir que este reviste un carácter de 
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disolubilidad, y es en tal caso que se puede recurrir ante la autoridad para 
solicitar tal disolución del vínculo, pero además procurando  que la autoridad 
garantice los intereses de los hijos, y de ambos cónyuges, por lo que es de 
vital importancia el conocimiento de sus derechos con respecto de su 
persona, bienes e hijos. 
 
1.5. DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO 
 
El matrimonio se disuelve por dos razones fundamentales: 
 
a) POR LA MUERTE DE UNO DE LOS CÓNYUGES: Esto es acorde con 
nuestras disposiciones legales vigentes, ante la desaparición física de uno 
de los esposos, el vínculo entre ambos deja de existir y de producir 
efectos jurídicos válidos, dando origen a una nueva institución que viene a 
ser la sucesión intestada, y automáticamente el estado civil de viudez que 
será declarado directamente en la RENIEC y los Registros Civiles de la 
respectiva Municipalidad donde contrajeron matrimonio.  
 
b) POR EL DIVORCIO: Que es el medio que se utiliza como procedimiento 
especial destinado a lograr el cese de la relación nupcial, observando el 
principio de legalidad. Aquí, la víctima en la crisis conyugal, acudirá 
necesariamente a solución heterocompositiva, es decir, necesitará de una 
tercera persona que será el Juez como órgano jurisdiccional del Poder 
Judicial, para las causales previstas en los inciso 1 a 12 del artículo 333 
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del Código Civil, o podrá acudir al Notario Público o Municipalidad de su 
cercado cuando se trata de separación convencional o acuerdo mutuo de 
los cónyuges. 
 
TITULO II 
EL DIVORCIO 
 
1.- HISTORIA DEL DIVORCIO 
 
La mayoría de las civilizaciones que regulaban la institución del matrimonio nunca 
la consideraron indisoluble, y su ruptura generalmente era solicitada por los 
hombres. 
 
En muchas sociedades antiguas  era motivo de muerte, como en la antigua 
Babilonia, donde el divorcio podía ser pedido por cualquiera de los cónyuges, 
pero el adulterio de las mujeres era penado con la muerte. 
 
En América, los aztecas sólo podían tener una esposa y podía tener un número 
determinado de concubinas, pero sólo la cantidad que pudiera mantener. En este 
contexto, no desconocían el divorcio, pero debía lograrse por sentencia judicial, 
que los habilitaba para contraer nuevamente matrimonio. 
 
En la antigua Grecia existía el divorcio por mutuo disenso y la repudiación, pero el 
hombre debía restituir la dote a la familia de la mujer en caso de separación. 
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En Roma, en el siglo II a. C. el divorcio tuvo similares características que en 
Grecia, aunque las mujeres que eran ricas por herencia de su padre y 
descontentas con sus esposos, solían abandonarlos y divorciarse de ellos sin 
mayores inconvenientes. 
En los inicios del cristianismo, el divorcio era admitido, pero con el tiempo la 
iglesia lo fue prohibiendo. A partir del siglo X, eran los tribunales eclesiásticos 
quienes tramitaban los divorcios, ante grandes disputas de distintos sectores de 
la iglesia cristiana. A partir del Concilio de Trento, en 1563, se impuso la teoría 
del carácter indisoluble del vínculo, aunque se admitió la separación de cuerpos. 
 Sin embargo, la Reforma de Lutero, admitió el divorcio aunque únicamente en 
casos muy graves. Esta reforma, incluso provocó que Inglaterra abrazara la 
misma debido a que su rey, Enrique VIII deseaba divorciarse de su esposa, 
Catalina, y la Iglesia de Roma no se lo permitía. 
 
En España el Fuero Juzgo lo admitía en casos de sodomía del marido, inducción 
a la prostitución de la mujer y adulterio de esta. Posteriormente Las Siete Partidas 
lo prohibieron. 
 
 En 1796, Francia incorporó la ruptura del vínculo matrimonial en la ley 
promulgada, que sirvió de antecedente a muchas de las legislaciones vigentes. 
En el Derecho Romano, la disolución del matrimonio se conocía como Divortium y 
se producía por diversas razones, entre las cuales podemos señalar: 
 Por incapacidad matrimonial de cualquiera de los contrayentes;  
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 Por la muerte de uno de ellos;  
 Por CapitisDiminutio;  
 Por el incestussuperveniens, que ocurría cuando el suegro adoptaba como 
hijo a su yerno y los cónyuges quedaban en condición de hermanos.  
 Por llegar al cargo de Senador quien estuviese casado con una liberta,;  
 Por la cesación de la AffetioMaritalis, consistente en la voluntad de ambos 
cónyuges de poner término al matrimonio.  
 
En la legislación Francesa no estaba permitido el Divorcio, el matrimonio era 
considerado indestructible, eclesiástico y sagrado, pero a partir de la Revolución 
de 1739, se abrió la posibilidad de dar por terminado al matrimonio mediante el 
Divorcio-Contrato y posteriormente surge el Divorcio-Sanción. Fueron asimilando 
varias ordenanzas que planteaban la posibilidad de pedir el divorcio en los casos 
de: 
 Adulterio,  
 Por la muerte de unos de los cónyuges,  
 Por la condena a pena criminal,  
 El abandono del hogar,  
 Los excesos  
 Sevicias,  
 Las injurias graves del uno para con el otro. 
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2.- CONCEPTO DE DIVORCIO 
 
El Divorcio es pues, la ruptura del vínculo conyugal, pronunciado por tribunales, a 
solicitud de uno de los esposos (Divorcio por causa determinada) o de ambos 
(Divorcio por mutuo consentimiento) sanción resultante de una acción 
encaminada a obtener la disolución del matrimonio". 
 
Es decir que el divorcio es sinónimo de rompimiento absoluto y definitivo del 
vínculo matrimonial entre los esposos, por la intervención de una autoridad 
judicial facultada por las leyes. 
 
El Divorcio, se puede definir también como "la disolución del vínculo matrimonial 
que deja a los cónyuges en la posibilidad de contraer otro matrimonio".De estas 
definiciones se desprende lo siguiente: 
 
El divorcio, igual que la nulidad, debe ser pronunciado por una autoridad judicial; 
mientras la nulidad tiene carácter retroactivo, salvo la aplicación al matrimonio 
putativo, el divorcio se limita a la disolución del matrimonio para el porvenir. A 
diferencia de la nulidad, el divorcio supone un matrimonio válido. 
 
La anulación del matrimonio es un procedimiento distinto del divorcio. Un 
matrimonio se puede anular cuando en su constitución no se siguió alguna de las 
formalidades exigidas por la ley o cuando se realizó a pesar de mediar un 
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procedimiento legal. Las causales de divorcio, por el contrario, presuponen un 
matrimonio válido y surgen una vez constituido éste. 
 
En este sentido podemos concluir diciendo que la nulidad del matrimonio es 
retroactiva, borra el matrimonio como si éste no hubiese existido jamás, es decir 
que opera hacia el pasado; y por el contrario el divorcio opera hacia el futuro. 
 
 
3.- CAUSALES DE DIVORCIO EN EL CÓDIGO CIVIL PERUANO 
 
Previamente es necesario hacer una breve descripción de la institución 
"separación de cuerpos". 
 
Para VARSI ROSPIGLIOSI1señala que la separación de cuerpos es aquella 
situación del matrimonio, en la que subsistiendo el vínculo conyugal, se produce 
una cesación de la vida en común de los casados y se transforma el régimen 
jurídico de sus respectivos derechos y obligaciones (entiéndase cese del régimen 
patrimonial de sociedad de gananciales), obedeciendo al hecho que determina un 
alejamiento o distanciamiento personal. Tengamos en cuenta que por la 
separación de cuerpos no se extingue aun definitivamente el vínculo matrimonial, 
ya que éste solo podrá ser disuelto en  una segunda sentencia denominada 
divorcio ulterior. 
                                                          
1VARSI ROSPIGLIOSI, Enrique (2006). Divorcio, Filiación y Patria Potestad”, Edit. Grijley,Edic.  
2004, Buenos Aires-Argentina. 499 P 
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La separación de cuerpos es una institución del derecho de familia que consiste 
en la interrupción de la vida conyugal por una decisión judicial y como 
consecuencia se suspenden los deberes relativos al lecho y la habitación y se 
pone fin al régimen patrimonial de la sociedad de gananciales, dejando 
subsistente el vínculo matrimonial. 
 
Nuestro actual Código Civil al respecto ha establecido las causas para que se 
accione esta institución,  así pues, las causales de separación  de cuerpos y/o 
divorcio se encuentran taxativamente prescritas en el art. 333°, inciso 1 a 12  del 
Código Civil: 
 El adulterio. 
 La violencia física o psicológica, que el juez apreciará según las 
circunstancias. 
 El atentado contra la vida del cónyuge. 
 La injuria grave, que haga insoportable la vida en común. 
 El abandono injustificado de la casa conyugal por más de dos años continuos 
o cuando la duración sumada de los períodos de abandono exceda a este 
plazo. 
 La conducta deshonrosa que haga insoportable la vida en común. 
 El uso habitual e injustificado de drogas alucinógenas o de sustancias que 
puedan generar toxicomanía, salvo lo dispuesto en el Artículo 347. 
 La enfermedad grave de transmisión sexual contraída después de la 
celebración del matrimonio. 
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 La homosexualidad sobreviniente al matrimonio. 
La condena por delito doloso a pena privativa de la libertad mayor de dos 
años, impuesta después de la celebración del matrimonio. 
 La imposibilidad de hacer vida en común, debidamente probada en proceso 
judicial.” 
 La separación de hecho de los cónyuges durante un período ininterrumpido 
de dos años. 
 
Dicho plazo será de cuatro años si los cónyuges tuviesen hijos menores de edad. 
En estos casos no será de aplicación lo dispuesto en el Artículo 335 del Código 
Civil, es decir, ninguno de los cónyuges puede fundar la demanda en hecho 
propio. 
 
Pero, el artículo 2° de la Ley N° 27495, de fecha 07 de julio de 2001, ha 
adicionado el inciso 13 al artículo 333° del Código Civil, estableciendo como 
causal de separación de cuerpos: La separación convencional, después de 
transcurridos dos años de la celebración del matrimonio, lo cual desarrollaremos 
más adelante. 
 
Es conveniente hacer una distinción a la separación personal, del divorcio.  
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Según YSAS SOLANES2, la separación personal busca obtener el cese de la 
obligación de los esposos de “cohabitar”, es decir, ya no estarán en la obligación 
de vivir juntos, o si viven juntos bajo un mismo techo, ya no estarán obligados a 
compartir el mismo lecho;  pero no disuelve el vínculo matrimonial, por lo que los 
“separados” siguen legalmente casados.  
 
Distinto es el caso del divorcio que disuelve el vínculo matrimonial y hace posible 
que los ex esposos puedan casarse nuevamente. Tanto en el caso de la 
separación personal como en el divorcio, finaliza el régimen de gananciales y los 
bienes que los esposos hayan adquirido durante su matrimonio deben dividirse o 
en todo caso debe realizarse un acuerdo sobre su destino. 
 
La sentencia de separación personal puede obtenerse por mutuo acuerdo de los 
esposos (Art. 333 inciso 13) luego de haber estado casados por lo menos dos 
años. Si desearan que la sentencia de separación se convierta en divorcio, al 
cabo de seis meses de obtenida la misma, cualquiera de ellos puede pedirle al 
Juez que se convierta en sentencia de “divorcio”.  
 
En consecuencia, el divorcio no puede ser de mutuo acuerdo, sino que primero 
tiene que obtenerse la separación personal.  
 
                                                          
2YSAS SOLANES, María (1996). El Divorcio y el Derecho Familiar. Edt. Grijley. Edic 2da. Barcelona- 
España.  
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Haciendo un comentario del Art. 333 inciso 12 del Código Civil, La separación 
personal y el divorcio pueden obtenerse por “la separación de hecho” en  caso los 
esposos hubieren estado separados por dos años, o cuatro años si los cónyuges 
tuviesen hijos menores de edad.  
 
En este caso, cualquiera podría demandar ante el Juez ya sea la separación 
personal o el divorcio. Este plazo se eleva a cuatro años si existieran hijos 
menores de edad. 
 
En los procesos por “separación de hecho”, previsto en el artículo 333, inciso 12 
del Código Civil, el juez velará por la estabilidad económica del cónyuge que 
resulte perjudicado con la separación así como la de sus hijos. Así mismo podrá 
señalar una indemnización por daño u ordenar la adjudicación preferente de 
bienes de la sociedad conyugal. Todo esto porque independientemente de que el 
Juez admita la existencia de la separación de hecho, cualquiera de los cónyuges 
puede alegar que no dio causa a la separación, con el propósito de que se 
preserven sus derechos a recibir beneficios propios del que gana un juicio de 
separación, o divorcio por cualquiera de las causales del Art. 1 al 11 del Artículo 
333 del Código Civil. 
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TITULO III 
CAUSALES ESPECÍFICAS DE DIVORCIO EN EL PERU 
 
I. EL ADULTERIO 
 
1. Definición 
 
Etimológicamente la voz adulterio deriva del latín ad alteriusthorilrnire que 
significa andar en lecho ajeno. A decir de los hermanos Mazeaud, éste 
constituye la violación de una obligaciónesencial del matrimonio: la fidelidad. 
Sin embargo, no cualquieracto de infidelidad podrá configurarlo. Nuestros 
Tribunales exigenpara su tipificación "el acceso carnal que uno de los 
cónyugesmantiene con tercera persona". 
 
2. EL ADULTERIO COMO ACTO CONSUMADO 
 
Se trata de la realización del acto sexual con persona distintaal cónyuge, 
soltera o casada, pero siempre del sexo opuesto, enrazón de que la ley 
nacional sanciona como causal distinta al homosexualismo. 
 
De la misma manera, quedarán excluidos otrostratos sexuales de carácter 
patológico como la necrofilia, lazoofilia o bestialismo, etc. En otros sistemas, es 
el caso del francés,este tipo de comportamiento ha sido considerado dentro de 
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lacausal de injuria grave, mas nuestra doctrina lo incorpora a otra,la conducta 
deshonrosa. 
 
La necesidad del elemento objetivo que representa la cópulasexual entre el 
cónyuge culpable y el otro sujeto, hace que no puedacalificarse como adulterio 
su tentativa, los contactos sexuales 
que no hayan llegado a ello, u otro tipo de intimidades; tampocolo serán los 
actos de ligereza o mala conducta exteriorizados socialmente,que no revelen la 
existencia de una relación sexual. 
 
Caso de controvertido examen es el planteado por la inseminaciónartificial 
heterólogade la cónyuge, proceso por el cual elacto de fecundación tiene lugar 
con espermatozoide de un tercero,con el desconocimiento del esposo. Hernán 
Larraín opina al respecto: 
 
"Que la razón biológica y moral del adulterio es la falta esenciala la fe prometida 
en el matrimonio, la introducción de unhijo ajeno al hogar y la modificación que 
se produce con elorganismo femenino tanto por el embarazo mismo, como 
porla simple absorción del semen por el epitelio de la vagina;...le hace concluir 
que "la inseminación artificial constituyeadulterio". 
 
A pesar de los argumentos esgrimidos, no podemos dejar detener en cuenta, 
que el requerimiento constitutivo de la relaciónsexual como componente del 
adulterio, hace que dicho acto de inseminaciónartificial, no pueda ser 
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considerado como tal, aunqueinfrinja notablemente el deber de fidelidad; ello no 
impide, porsupuesto, que podamos comprenderlo como una grave ofensa 
sufridapor el cónyuge inocente. 
 
3. LA INTENCIONALIDAD EN EL ADULTERIO 
 
En el agente debe existir la voluntad consciente y deliberadade violar el deber 
de fidelidad, de tal manera que el acto cometidopor un demente o por alguien 
que sufre profundos trastornosde su conciencia, por un estado hipnótico, por 
efectos de drogas odel alcohol, no permite que tenga lugar. La voluntad no 
puede estarviciada al tiempo de la consumación del acto, por lo que laviolación 
que pueda sufrir la cónyuge no podrá ser consideradaadulterio, tampoco si ha 
existido coacción por parte del otro cónyuge. 
4. IGUALDAD DE LOS CÓNYUGES ANTE EL ADULTERIO 
 
El adulterio es una de las faltas conyugales más graves quepuede cometerse 
durante el matrimonio, siendo sumamente reprochablesu comisión por 
cualquiera de los consortes. 
 
COLIN y CAPITANT(1941 pag 438)  "Es evidente que la mujer no es menos 
ultrajada que el marido por la traición de aquél que le ha prometido 
fidelidad". Asimismo, Mazeaud expresa: "En la esfera moral, la falta del 
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hombre es tan grave como la de la mujer; por tanto, debe ser sancionada 
con igual severidad" '. 
a) LA PRUEBA DEL ADULTERIO Y LOS ALCANCES DE LA PRESUNCIÓN 
LEGAL DE PATERNIDAD 
 
En el adulterio, la falta cometida por la mujer genera riesgosde contenido 
jurídico distintos a los del varón, ya que si como resultado de sus relaciones 
adulterinas la cónyuge quedara embarazada,la ley presume que el hijo 
nacido durante el matrimonio,tiene como padre al marido. 
 
b) CASOS EN QUE NO PROCEDE LA ACCIÓN DE DIVORCIO POR 
ADULTERIO 
 
Nuestra ley impide expresamente al cónyuge que provocó, consintió o 
perdonó el adulterio iniciar la acción por esta causal; lo que también ocurre 
cuando el ofendido cohabita con el infractor  luego de haber conocido de la 
infidelidad que había sufrido. 
 
La falta conyugal puede ser dispensada en cualquier momentoincluso 
luego de interpuesta la demanda, en tal caso el actor seencuentra 
imposibilitado de continuar el proceso.Interesante comentario es el 
formulado por los autoresJuliana Sarmiento y Eusebio Carbo en relación al 
adulterio provocado,señalando: "No puede solicitar el divorcio con base en 
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estacausa, el cónyuge que haya facilitado la realización de los hechosque 
la constituyen... 
Se provoca el adulterio si uno de los cónyuges, de manera 
consciente,coloca al otro en circunstancias propicias para su comisión. 
No hay derecho a solicitar el divorcio, si cualquiera de loscónyuges, por 
ejemplo, contrata a un tercero con el propósito deque seduzca al otro, 
haciéndolo caer en la infidelidad para pedirel divorcio, o cuando uno de los 
esposos induce al otro al comerciocarnal, con el fin de lograr algún 
beneficio de carácter económico, social o político. 
 
II. LA VIOLENCIA, FISICA O PSICOLOGICA 
 
1) DEFINICIÓN.- Esta causal tradicionalmente se definió “La sevicia como 
causal de divorcio,  importa el trato cruel, la comisión de actos vejatorios que 
realiza un cónyuge en per juicio del otro; con el propósito de causar un 
sufrimiento que exceda el mutuo respeto que debe existir entre marido y 
mujer" (Ejecutoria 25 mayo de 1984). 
 
2) CRUELDAD EN LA CAUSAL 
 
Esta causal supone "crueldad" en el tratamiento, manifestadamediante 
maltratos físicos, que inflija uno de los cónyuges alotro para hacerlo sufrir, se 
trata de actos que importan en especialun daño material, visible; a diferencia 
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de lo que ocurre en la injuria,en donde la acción se orienta  
fundamentalmente a causar unperjuicio de orden moral. 
Son actos propios de esta causal los maltratos de orden físico,que en la 
mayoría de los casos son inflingidos por el marido asu cónyuge.  
Comúnmente se trata de actos de violencia en los que, songolpes o heridas 
las que procuran el sufrimiento, más existe otrotipo de situaciones que 
importan también crueldad, a decir de COLIN y  CAPITANT:  
"De la misma manera, el uso brutal que el marido haga de sus 
derechos, imponiendo a su mujer tratos conyugales excesivos 
susceptibles de comprometer su salud, puede considerarse 
sevicia" 
 
III. ATENTADO CONTRA LA VIDA DEL CONYUGE 
 
1) DEFINICIÓN 
 
Esta causal consiste en la tentativa de homicidio cometidapor un cónyuge en 
pe juicio del otro. 
 
2) FUNDAMENTO DE LA CAUSAL 
 
Radica en la protección de uno de los derechos fundamentalesy primeros de 
toda persona "La vida". 
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LARRAÍN refiere: "Lo más probable, lo casi seguro, es que persistirá en su 
propósito criminal y, de serle posible, lo llevará a cabo. En estas circunstancias 
la ley no puede obligar al cónyuge agraviado a continuar la vida en común con 
su ofensor, sin poner en grave peligro la vida de aquél". 
 
3) ILEGITIMIDAD EN LA AGRESIÓN 
La causal supone la agresión ilegítima de uno de los cónyugesque ponga en 
peligro la vida del otro. En ese aspectoEnneccerus nos manifiesta lo siguiente: 
"Se requiere que un cónyuge atente (contra derecho y siéndole imputable) 
contra la vida del otro; y es indiferente que se haya llegado o no a un intento 
adecuado o que se trate sólo de un acto preparatorio" 
El Código Civil no distingue entre la tentativa desistida y la tentativa impedida, si 
no que se basa que el cónyuge manifieste su intención de victimar a su consorte. 
 
Al respecto COVERTO VARGAS (2001. pag 277) expresa: “La tentativa, que se 
llama delito imperfecto, puede ser de dos clases: Tentativa desistida, en donde el 
agente abandona la ejecución del delito que había comenzado; y tentativa 
impedida, que se produce cuando por causas extraña a la voluntad del agente 
interrumpe la acción” 
 
Para que el Derecho Civil es indiferente esta definición, ya que es suficiente la 
sola tentativa para que se configure la causal. La acción es necesariamente 
intencional y la prueba debe ser fehaciente y no dejar lugar a dudas de que esa 
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fue la intención. El problema se esclarezca dentro del correspondiente proceso 
penal. 
 
IV. LA INJURIA GRAVE, QUE HAGA INSOPORTABLE LA VIDA EN COMÚN. 
 
Es la ofensa grave o el grave ultraje a la dignidad, a los sentimientos o a la 
personalidad que un cónyuge infiere al otro.La injuria grave consiste en toda 
ofensa inexcusable e inmotivadaal honor y a la dignidad de un cónyuge, 
producida en forma intencional y reiterada por el cónyuge ofensor haciendo 
insoportable la vida en común. 
 
Según el mexicano CLÉRIGO “la injuria grave no solo consiste en el ultraje 
verbal o escrito, sino que es toda actitud, toda conducta, todo hecho deliberado, 
hiriente o ultraje de la dignidad y honor del otro cónyuge”. 
 
a. FOMAS EN QUE SE EXPRESA LA INJURIA 
 
La ofensa inferida al cónyuge es susceptible de estar contenida en palabras, 
pronunciadas en forma verbal o escrita, gestos, conductas, e incluso actitud, 
que denote un ultraje, representando para el consorte un profundo vejamen 
hacia su personalidad y dignidad. 
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b. LA INTENCIONALIDAD EN LA INJURIA 
 
Debe ser consciente y voluntaria, el ofensor ha de tener la intenciónde 
maltratar moralmente a su cónyuge, siendo sus palabraso actos, reflejos del 
profundo desprecio que sienta al inferirlas a aquél. Por lo que se dirá: "El 
actor, en suma, debe "querer" el efecto dañoso". 
Clases: 
 
Delimitar los alcances de una causal como injuria grave resultauna tarea muy 
difícil, distinguidos maestros lo han expresado:"La injuria es una noción moral 
de contornos inciertos". 
 
Como concepto puede calificarse de denominador común entodas las 
causales de divorcio, en tanto constituyen una graveofensa al inocente, su 
mención legal las distinguirá, pero aun asíesta causal consentirá una variedad 
de supuestos, por lo que conrazón JOSSERAND afirmó: "He ahí una causa 
que tiene poca apariencia, que se presenta en términos discretos y que 
constituye en realidad la causa genérica del divorcio". 
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TITULO IV 
SEPARACIÓN CONVENCIONAL 
 
1. DEFINICIÓN. 
 
La Separación Convencional, se podría entender como aquella referida a una  de 
las causales prevista en el inciso 13 del artículo 333º del Código Civil que permite 
a los cónyuges, de manera conjunta, solicitar la Separación de Cuerpos debido a 
que existe mutuo consentimiento, lo que evitaría la inculpación recíproca de los 
cónyuges para obtener la sentencia final, pero para solicitarla la ley prevé un 
plazo mínimo de duración del matrimonio, es decir, que exista entre los cónyuges 
la Separación Convencional después de haber transcurrido dos años de la 
celebración del matrimonio. 
 
El Código Civil, en el artículo 333º, inciso 13, considera a la Separación 
Convencional como causal para poder demandar la Separación de Cuerpos  pero 
existe un condicionamiento dentro de éste precitado articulado, pues se requiere 
que hayan transcurrido dos años de celebrado el matrimonio, y cuatro años 
cuando hay hijos menores de edad. 
 
El legislador ha considerado que éstos dos años resulta ser un tiempo necesario 
para que los cónyuges tomen conciencia y mediten sobre una decisión que 
podrían incluso, tomarla precipitadamente, lo que ello traería como consecuencia 
que la relación conyugal se desquebraje. 
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El legislador ha considerado necesario este lapso de tiempo para que los  
cónyuges puedan reflexionar sus decisiones apresuradas que puedan tomar ante 
conflictos y problemas que puedan surgir con el fin de evitar que éstos den por 
terminado la relación conyugal. 
 
Para la interposición de la demanda, se requiere el consentimiento de ambos 
cónyuges, conforme lo establece el artículo 344º del Código Civil, es decir, debe 
ser interpuesta  necesariamente de manera conjunta. 
 
Al respecto, el Código Procesal Civil, en su art. 575°, prescribe que lademanda 
debe presentarse con la propuesta de convenio donde se regula los regímenes 
familiares de los cónyuges. 
 
Este convenio de los cónyuges es exigido como requisito especial para la 
demanda. Dicho  convenio  contendrá todo lo referente al régimen de la patria 
potestad, de alimentos y liquidación de sociedad de gananciales. 
 
La sentencia judicial, conforme a lo previsto en el art. 579° del Código Adjetivo, 
va a acoger el contenido del convenio propuesto por  los cónyuges de manera 
conjunta, siempre que dicho convenio asegure los derechos de los hijos menores 
o incapaces, la obligación alimentaria y patria potestad. 
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A. LA SEPARACIÓN CONVENCIONAL ANTE LA NOTARIA 
 
Según la Ley Nº 29227 que regula el procedimiento no contencioso se 
separación convencional y divorcio ulterior, en las Municipalidades y Notarías, 
siendo que a partir de la vigencia de la citada Ley, existe la alternativa para los 
cónyuges de acudir a  las municipalidades y notarias.  
 
Asimismo pues, el 13 de junio del mismo año se publicó su Reglamento 
(Decreto Supremo Nº 009- 2008-JUS).   
 
La Ley Nº 29227 y su Reglamento permiten que la Separación Convencional 
sea solicitada por los cónyuges después de haber transcurrido dos años de la 
celebración del matrimonio, además deben de cumplir con una serie de 
requisitos que se encuentran establecidos en el artículo 4º de la precitada Ley y 
en el artículo 5º de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 009-
2008-JUS. 
 
Lo que se busca con la Ley Nº 29227 y su Reglamento, es que disminuya la 
carga procesal en el Poder Judicial por estos tipos de conflictos, pues como se 
sabe no generan mayor controversia por el simple hecho de que los cónyuges 
están de acuerdo. Cuando la Ley fue presentada como proyecto ante el 
Congreso, se sostuvo que para contraer matrimonio civil, es necesaria la 
declaración de voluntad en forma oral o escrita ante el Alcalde Provincial o 
Distrital del domicilio de cualquiera de los solicitantes. En tal sentido, la misma 
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autoridad que celebró el matrimonio debe encontrarse legítimamente facultada 
para disolverlo. 
 
Según el artículo 4º de la Ley Nº 29227, los requisitos para la separación 
convencional y divorcio ulterior en la vía no contenciosa en las Municipalidades 
y Notarías, son los siguientes: 
 No tener hijos menores de edad o mayores con incapacidad, o de tenerlos, 
contar  con sentencia judicial firme o acta de conciliación emitida conforme a 
ley, respecto de los regímenes del ejercicio de la patria potestad, alimentos, 
tenencia y de visitas de los hijos menores de edad y/o hijos mayores con 
incapacidad. 
 Carecer de bienes sujetos al régimen de sociedad de gananciales, o si los 
hubiera, contar con la Escritura Pública inscrita en los Registros Públicos, de 
sustitución o liquidación del régimen patrimonial. 
Para el caso de estos hijos mayores con incapacidad, los cónyuges deberán 
contar, además, con la copia certificada de las sentencias que declaran la 
interdicción de aquellos y el nombramiento de su curador. 
 
B. DIVORCIO ULTERIOR 
 
El divorcio como bien lo estableceUMPIRE NOGALES3, es la disolución del 
vínculo matrimonial que se obtiene por sentencia judicial y sobre la base de las 
                                                          
3UMPIRE NOGALES, Eulogio Rolando (2006). El Divorcio y sus causales; Doctrina, Jurisprudencia, Plenos 
Jurisdiccionales, Edit. Librería Ediciones Jurídicas, Edic. 2006, pag 332. 
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causas determinadas por Ley, las cuales ya han sido enumeradas en el párrafo 
precedente. 
 
Nuestro ordenamiento acoge los dos tipos de divorcio diferenciados por la 
doctrina (divorcio sanción y divorcio remedio). 
 
C. DIVORCIO SANCIÓN 
 
Al respecto  PERALTA ANDÍA4, quien sostiene que el sistema del divorcio-
sanción se formula como el castigo que debe recibir el cónyuge culpable que 
ha dado motivos para el divorcio. Se funda en el incumplimiento grave y 
reiterado de los deberes conyugales imputables a uno o ambos cónyuges y su 
estructura se sustenta en:  
 
El principio de culpabilidad, según el cual el divorcio se genera por culpa de 
uno de ellos o de ambos, de tal modo que uno será culpable y el otro inocente, 
por tanto, sujeto a prueba. La existencia de causas para el divorcio, esto es, 
causas que están previstas en la ley, que en total son doce causales de 
acuerdo con nuestro sistema.  
 
El carácter punitivo del divorcio, pues la sentencia que declara disuelto el 
vínculo conyugal es un medio para penalizar al culpable por haber faltado a los 
                                                                                                                                                                                
 
4PERALTA ANDÍA Javier Rolando, “Derecho de Familia en el Código Civil”, editorial IDEMSA, 3era. 
Edición. Lima, Perú 
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deberes y obligaciones conyugales, consiguientemente, supone la suspensión 
del ejercicio de la patria potestad, la pérdida o restricción del derecho 
alimentario, la pérdida de la vocación hereditaria, pérdida de los derechos 
hereditarios, etc. 
 
Desde la promulgación de la Ley 27495 de fecha 11 de Junio del 2001, el 
sistema peruano contempla, por un lado, causales subjetivas o inculpatorias 
propias del sistema del divorcio-sanción previstas en los incisos 1 al 11 del art. 
333 del Código Civil. Por otro lado, causales objetivas o no inculpatorias 
contempladas en los numerales 12 y 13 del mismo cuerpo legal, estas son, la 
separación de hecho y la separación convencional propias del sistema del 
divorcio-remedio, que se van ajustando a nuestra realidad. 
 
La separación personal o el divorcio sólo pueden ser decretados judicialmente 
ante la alegación y prueba de hechos culpables, de uno o ambos cónyuges, 
hecha efectiva en un proceso contencioso, y debe circunscribirse a las causas 
taxativamente enumeradas por la ley. 
 
Si los hechos no fueren probados, el juez debe desestimar la demanda, aun 
cuando existiere la evidencia de que la unión matrimonial está desintegrada. En 
síntesis: la sentencia exige la prueba de la culpa de uno o de ambos cónyuges, 
y, por ello, el divorcio implica una sanción contra el culpable que se proyecta en 
los efectos: pérdida o restricción del derecho alimentario, pérdida de la 
vocación hereditaria, etc. (…) De lo dicho,  tengamos en cuenta la protección 
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del Estado a la familia ya que sólo los cónyuges son los verdaderos autorizados 
para poner fin a una relación convivencial que ha sido resquebrajado. 
D. DIVORCIO REMEDIO 
 
Según lo afirma ALEX PLÁCIDO, constituye una solución al conflicto conyugal, 
por lo que a buena cuenta no se busca una represión al cónyuge culpable, sino 
que en realidad es el matrimonio propiamente la causa del problema. En 
nuestro ordenamiento, como hemos visto a partir de la casación comentada, se 
ha aceptado dentro de nuestro sistema divorcista-sanción, causales no 
inculpatorias, es decir propias del llamado divorcioremedio (separación de 
hecho e imposibilidad de hacer vida en común).  
 
Sin embargo, el sistema peruano es complejo por cuanto, por un lado, en las 
causales inculpatorias propiasdel divorcio-sanción hay un cónyugelegitimado 
activa y pasivamente, existe ademáscausales no inculpatorias, una de ellasla 
separación de hecho donde cualquiera delos cónyuges podría demandar al 
otro, asimismose ha regulado de manera reparatorialos efectos personales, 
atenuándose losefectos personales. 
 
Por tanto, en la teoría del divorcio-remedio,se busca poner fin al matrimonio 
pero sinindagar al cónyuge culpable del fracaso matrimonial,lo que interesa es 
que el matrimonioha fracasado irremediablemente, verificándoseuna situación 
objetiva, por lo cual la únicasalida es el divorcio. 
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TITULO V 
EL DIVORCIO EN EL DERECHO COMPARADO 
 
1. DIVORCIO EN ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA  
 
En  un país desarrollado, considerado una de las principales potencias del 
mundo, donde la economía y la política de gobierno protegen a la familia, 
promueve el desarrollo y la educación, en un modelo que merece imitar, 
también se presentan problemas en las parejas. 
 
Cuando se lleva una convivencia, la ruptura no tendrá implicancias judiciales, 
salvo el régimen de la sociedad de gananciales y la tenencia de los hijos, pero 
no sucede lo mismo cuando se han  vivido en matrimonio, entonces deberán 
acudir a la justicia. 
 
 Pero, actualmente, Abogados y clientes buscan formas más civilizadas de 
poner fin a un matrimonio, cuando no hay alternativa de seguir 
compartiendo el mismo lecho.  
 Entonces, buscamos la confidencialidad y bajo costo, pues resultan ser 
importantes  ventajas de esta modalidad. 
 
a) DIVORCIO AMIGABLE.- El término suena como una contradicción, 
especialmente en la cultura estadounidense, tan acostumbrada a los 
rompimientos onerosos y conflictivos. 
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Sin embargo, muchas parejas están adoptando este concepto, respaldado 
recientemente por la Asociación Estadounidense de Despachos de 
Abogados, como parte de una búsqueda de formas más eficientes y 
civilizadas de poner fin a un matrimonio. 
Los divorcios que siguen las instrucciones de "hágalo usted mismo" y la 
mediación son también opciones populares. Y miles de abogados quieren 
ser parte de la tendencia. 
 
En contraste con la mediación, en que las parejas separadas encomiendan 
una resolución a un solo mediador neutral, el divorcio en colaboración 
involucra la contratación de abogados por cada parte. A esos profesionales 
se unen otros consultores expertos. 
 
Pero los abogados, en vez de pelear, prometen desde el comienzo trabajar 
juntos para idear un resultado justo para todos. 
 
El estilo de litigio en los casos de derecho de familia es adversarial no de 
naturaleza inquisitoria. Las audiencias son en la sala de juicio con el 
público presente, salvo las de la etapa previa que es en las salas creadas 
para ese efecto. 
 
Los jueces de los Juzgados de lo Familiar conocen de los casos 
relacionados a los asuntos familiares, incluyendo el divorcio y asuntos 
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relacionados con los menores. En el Condado Harris, existen nueve 
Juzgados de lo Familiar, y cada uno de los juzgados se identifica por su 
número de distrito. En el momento en que se interpone la demanda, el caso 
es asignado, al azar, a uno de los nueve Juzgados de lo Familiar. Cada uno 
de los juzgados lo preside un juez electo por los votantes del Condado 
Harris. Además del juez que preside, hay un juez adscrito quien puede 
atender algunos de los asuntos de su caso. 
 
En Texas, en materia de divorcio,  no es necesario determinarse que una 
de las partes sea culpable, el divorcio puede concederse sin existir culpa de 
una de las partes. También, puede concederse si una de las partes es 
determinado (a) culpable de la disolución del matrimonio. Antes de 
presentar la demanda, uno de los cónyuges tiene que demostrar residir en 
Texas por lo menos 6  meses y dentro del condado en donde se solicita el 
divorcio por lo menos 90  días. 
 
La Corte concede el divorcio, 60 días después de interpuesta la demanda 
de divorcio, si las partes están de acuerdo. Si no están de acuerdo, el 
tiempo puede depender del calendario de la Corte y la complejidad del 
caso. De principio a fin, el proceso del divorcio puede pasar por varias 
fases que pueden incluir los interdictos, intercambio de información 
financiera, evaluaciones sicológicas (en los casos de custodia), otros 
medios de solución, juicio, y apelación. El divorcio en que las partes no 
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están de acuerdo con respecto a alguno de los asuntos, normalmente toma 
varios meses por lo menos, y hasta un año si una audiencia es necesaria. 
 
El demandante se considera divorciado cuando ya todos los asuntos de 
propiedad y los hijos menores se resuelven y el juez designado al caso 
firma la orden que normalmente se llama el Decreto de Divorcio, y entonces 
podrá  contraer nuevo matrimonio pero esperar 30 días; excepcionalmente 
la Corte puede conceder una dispensa que le permite casarse más pronto.” 
En el caso de  reconciliación del demandante con su cónyuge, puede 
interrumpir el procedimiento de divorcio con presentar una petición para 
desistir. 
2. EL DIVORCIO EN REPÚBLICA DOMINICANA 
 
El proceso judicial del divorcio se realiza por medio de La Ley Nª 13065, el cual 
se plantea como motivo de divorcio, de manera expresa, excluyente y limitativa 
las siguientes causales: 
a. El mutuo consentimiento de los esposos. 
b. La incompatibilidad de caracteres justificada por hechos cuya magnitud 
como causa de infelicidad de los cónyuges y de perturbación social, 
suficientes para motivar el divorcio, será apreciada por los jueces. 
c. La ausencia decretada por el tribunal de conformidad con las 
prescripciones contenidas en el capítulo II del título IV del libro primero del 
Código Civil. 
                                                          
5Promulgada el 21 de mayo 1937. Las causas de divorcio están contenidas en el Capítulo II, Art. 2.,de la Ley 
1306, sobre Divorcio, modificada por la Ley No. 2669 
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d. El adulterio de cualquiera de los cónyuges. 
e. La condenación de uno de los esposos a una pena criminal. No podrá 
pedirse el divorcio por esta causa si la condenación es la sanción de 
crímenes políticos. 
f. Las sevicias o injurias graves cometidas por uno de los esposos respecto 
del otro. 
g. El abandono voluntario que uno de los esposos haga del hogar, siempre 
que no regrese a él en el término de dos años. Este plazo tendrá como 
punto de partida la notificación auténtica hecha al cónyuge que ha 
abandonado el hogar por el otro cónyuge. 
h. La embriaguez habitual de uno de los esposos, o el uso habitual o 
inmoderado de drogas estupefacientes. 
 
La Ley señala que por tratarse de una demanda en divorcio, y por interesar al 
orden público, el Tribunal después de haber instruido el proceso, debe ordenar 
la comunicación de expediente al Procurador Fiscal para que éste proceda a 
emitir su opinión o dictamen en un plazo de cinco días, y lo devuelva al 
Tribunal, sin embargo es práctica frecuente en el mencionado país, que los 
jueces y tribunales sólo envían el expediente de divorcio al Procurador Fiscal 
cuando una de las partes así lo solicite. 
 
Una vez que el expediente esté debidamente instruido y el Ministerio Público 
haya emitido su dictamen, dependiendo de las pruebas aportadas, de la 
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seriedad de la demanda y de los diversos factores que adornen el asunto 
sometido a su consideración, el tribunal admite o desestima el Divorcio. 
Esa decisión debe estar debidamente motivada y debe cumplir con los 
requisitos y formalidades propias de las sentencias emanadas de nuestros 
tribunales en lo que tiene que ver con los nombres de los jueces, de los 
abogados, de las partes, sus conclusiones, la exposición sumaria de los 
hechos, los puntos de derecho, los fundamentos y el dispositivo. 
 
En este sentido podemos citar el Art.12 de la Ley de Divorcio 1306-Bis, donde 
dice que " Devuelto el expediente por el Ministerio Público con el dictamen 
correspondiente, el Tribunal fallará admitiendo o desestimando el divorcio. La  
sentencia se pronunciará públicamente." 
 
3. EL DIVORCIO EN  COSTA RICA 
 
Desde 1973, existe un Código de Familia, que obedeció a la necesaria 
adecuación del entonces Libro de las Personas del Código Civil de 1888 a los 
preceptos constitucionales de 1949, sobre todo a la igualdad del hombre y de la 
mujer, y a la igualdad entre hijos habidos fuera del matrimonio y los habidos 
dentro de éste.  
 
Costa Rica no tiene Fiscalía de Familia, sino que la labor de defensa de los 
derechos de los niños y adolescentes recae en el Patronato Nacional de la 
Infancia, ente administrativo de rango constitucional, al cual hay que notificarle 
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todos los trámites judiciales que tengan que ver con personas menores de 
edad.  
 
El Código Procesal Civil de 1989 regula los procesos de divorcio, separación 
judicial, nulidad de matrimonio, declaratoria de unión de hecho, suspensiones y 
modificaciones de patria potestad y las interdicciones, éstos por la vía 
abreviada, a saber un trámite escrito, excesivamente preclusivo, con tres 
instancias y con la necesaria participación de los abogados. También dicho 
Código abre la vía sumaria –de nuevo escrita y preclusiva, aunque de dos 
instancias- para ciertos tópicos a la cual remiten el artículo 9 del Código de 
Familia y el mismo 432 inciso 10 de ese Código Procesal Civil. La vía ordinaria 
-trámite igualmente escrito, excesivamente preclusivo, con tres instancias y con 
la necesaria participación de los abogados- se ha entendido dispuesta para 
asuntos no previstos expresamente como la liquidación anticipada de bienes 
gananciales y la nulidad de traspasos por simulación.  
 
Por su parte, los instrumentos internacionales tienen aspectos procesales muy 
relevantes, como lo son, la participación y opinión de los niños en los procesos 
que les atañen, regulado en la Convención sobre Derechos del Niño (1989, 
ratificada por Costa Rica en 1990) en su artículo 12.  
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TITULO VI: 
EL MINISTERIO PÚBLICO 
 
DEFINICIÓN: 
 
El Ministerio Público es una institución autónoma, de gran importancia en toda 
sociedad democrática, y que juega un papel preponderante en la defensa de la 
legalidad.  Muchos juristas reflexionan sobre los alcances del protagonismo del 
Ministerio  Público en nuestra sociedad, coincidiendo en señalar que como 
órgano autónomo de derecho constitucional, tiene como misión la justicia en 
defensa del interés social. De otro lado, institucionalmente, como sostiene Roxin, 
es una autoridad de la justicia jerárquicamente estructurada, un actor encargado 
de exigir al Juez la aplicación de la Ley y que participa en elproceso de aplicación 
de normas jurídicas y en la función política del Estado, que es la pretensión de 
ejercer sobre un determinado territorio el monopolio de la violencia legítima6.  
 
A fin de poder establecer los alcances de la Función Persecutora del Delito que 
ostenta el Ministerio Público, es importante tratar previamente sobre sus orígenes 
y para lo que fue concebido. 
 
 
                                                          
6GARCIA RADA, Domingo (1998). Manual de Derecho Procesal Penal”, Editorial: Libros S.A. Lima –  Perú.   
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a. ANTECEDENTES.-  
En cuanto a sus orígenes en el Perú, el Dr. Cubas Villanueva, sostiene que se 
remonta desde el Reglamento Provisional que dictó el General San Martín en 
1821 hasta la Carta Magna de 1933 el Ministerio Público estuvo concebido 
como un organismo dependiente del Poder Judicial, que representaba el 
interés social y actuaba como auxiliar ilustrativo del Juez o Tribunal; y dentro 
de este contexto establecieron sus funciones y atribuciones los Códigos de 
Procedimientos Penales y las Leyes Orgánicas del Poder Judicial7.  
Así al instalarse la Corte Suprema de la República, en febrero de 1825, junto 
con los Vocales se nombra al fiscal. Sus contornos aparecen en el Reglamento 
de Tribunales de 1854 y con más precisión en la Ley Orgánica de 1912. Su 
nombre era Ministerio Fiscal convertido en la actualidad en Ministerio Público, 
que es más exacto. Con algunas variantes su función principal ha sido de 
carácter judicial, especialmente en el ramo penal, no obstante lo cual antes de 
la creación de la Fiscalía en lo Administrativo de la Corte Suprema y de las 
Procuradurías, tenían a su cargo la defensa de los intereses del Estado y eran 
parte en las demandas que se le formulaban.  
 
El Ministerio Público aunque ya no integra el Poder Judicial, siempre 
representa el interés social y está encargado de hacer valer la pretensión 
punitiva – como dice Manzini – para la sanción de los delitos, pero teniendo 
independencia en el ejercicio de sus funciones, las que desempeña segúnsu 
                                                          
7CUBAS VILLANUEVA, Pedro (1997). El Proceso Penal” Editores: Palestra, Lima – 1997 
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propio criterio y sin obedecer órdenes superiores, salvo las derivadas de la 
jerarquía funcional8. Hoy es el titular de la acción penal (art. 11º L.O.M.P.)  
 
b. MARCO CONSTITUCIONAL 
 
El artículo 250 de la Constitución Política de 1979 estableció que el Ministerio 
Público es un Organismo autónomo y jerárquicamente organizado y le 
asignaba en 7 incisos susatribuciones, conservando las que tenía cuando 
formaba parte del Poder Judicial, peroincorporándose nuevas e importantes 
funciones tales como:-Defensa de la legalidad de los Derechos Ciudadanos y 
de los intereses públicos tutelados por la Ley.;-Vigilar e intervenir en la 
investigación del delito desde la etapa policial.; -Actuar como Defensor del 
Pueblo ante laAdministración Pública.; El texto constitucional disponía que los 
miembros del Ministerio Público tienen las mismas prerrogativas que los 
integrantes del Poder Judicial en sus respectivascategorías. Les afecta las 
mismas incompatibilidades. Su nombramiento está sujeto a idénticos requisitos 
y procedimientos, aunque si echamos un vistazo a la actualidad, ésta 
homologación no se produce, sobre todo en cuanto a haberes. Su Ley 
Orgánica, Decreto Legislativo 052 contiene las disposiciones relacionadas en 
su estructura y funcionamiento, así el art. 36 establece cuales son los órganos: 
El Fiscal de la Nación, los Fiscales Supremos, Los Fiscales Superiores, Los 
Fiscales Provinciales. También lo son: Los Fiscales Adjuntos, Las Juntas de 
Fiscales. 
                                                          
8MANZINI, Vicenzo (1962). El Derecho Procesal Penal. Edic. 3era. . Buenos Aires. Argentina 
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La Carta Magna que entró en vigencia en enero de 1994 en el artículo 158 
establece que el Ministerio Público, es un organismo autónomo, presidido por 
el Fiscal de la Nación, que es elegido por la Junta de Fiscales Supremos por 
tres años prorrogables vía reelección sólo por otros dos. Respecto a las 
jerarquías de sus órganos, contiene igual disposición que la anterior.  
Sus funciones están señaladas en el artículo 159 y encontramos dos 
modificacionesimportantes: 
 Ya no ejerce la Defensoría del Pueblo, que está a cargo de un organismo 
autónomo, del mismonombre  
 Y Respecto a su función persecutoria, amplía sus facultades, al establecer 
que lecorresponde “conducir desde su inicio la investigación del delito. Con 
tal propósito la Policía Nacional está obligada a cumplir los mandatos del 
Ministerio Público en el ámbito de su función”. 
 
c. FUNCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO 
Como se tiene expuesto a partir de 1979 se opera un cambio radical en el 
Ministerio público al considerarlo como un organismo estatal autónomo y 
jerárquicamente organizado, y si bien es parte de la estructura del Estado, no 
constituye un nuevo Poder, como el Ejecutivo, Legislativo o Judicial, sino un 
órgano extra poder; pero las funciones que se le atribuyen lo vinculan con los 
mismos, específicamente con el último de los citados.Al ministerio Público le 
corresponde ser: 
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 Defensor de la legalidad 
 Custodio de la independencia de los órganos jurisdiccionales y de la recta 
administración de justicia. 
 Titular del ejercicio público de la acción penal 
 Asesor u órgano ilustrativo de los órganos jurisdiccionales. La funciones 
que le asigna al Ministerio Público el artículo 159 de la Constitución vigente 
son muy parecidas a las de la Constitución anterior, con una modificación 
esencial: El Fiscal conduce desde su inicio la investigación de delito en 
consecuencia asume la titularidad de la investigación, tarea que realiza con 
plenitud de iniciativa y autonomía. Así el Fiscal investigador sustituye al 
Juez instructor, cuya función exclusiva será dirigir la etapa procesal del 
juzgamiento.  
 
En criterio de ARSENIO ORÉ9,el Ministerio Público le han atribuido facultades 
que “reflejan la culminación de un Proceso de constante incremento de su 
papel en el proceso penalperuano, teniendo como basamiento ideológico el 
reconocimiento respecto de los derechos de la persona humana plasmados en 
el texto constitucional, por ejemplo el artículo 44 que establece que es deber 
primordial del Estado garantizar la plena vigencia de los derechos humanos; el 
art. 1º que reconoce la defensa de la persona humana y el respeto de su 
dignidad como el fin supremo de la sociedad y del Estado; el art. 2 inciso 2º en 
cuanto reconoce la igualdad ante la ley, nopermitiéndose discriminaciones de 
                                                          
9ORE GUARDIA, Arsenio (1993). Estudios de Derecho Procesal Penal. Edit. Juristas. Edic. 1era. Lima. Perú. 
pag 337.  
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ninguna índole; el art. 43 que establece que el Perú es una República 
democrática social, independiente y soberana; y la 4º disposición final y 
transitoria que prescribe que las normas relativas a los derechos y a las 
libertades que la constitución reconoce se interpretan de conformidad con la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y con lostratados y Acuerdos 
Internacionales sobre las mismas materias, ratificados por el 
Perú;encontrándose además detallados los derechos y garantías 
constitucionales en los arts. 2º y 139º. 
 
A toda esta gama de normas fundamentales ha tenido que adaptarse el código 
Procesal Penal, promulgado en 1991, vigente parcialmente, por ello es que, en 
el Proyecto que se publicó en el diario oficial “El Peruano” en el mes de Abril 
de 1995 se exponía que: “... Las normas del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y la convención Americana de Derechoshumanos integran el 
sistema de protección de los Derechos Procesales de las personas y por tanto 
pueden invocarse directamente por los órganos de la justicia penal. 
 
En el art. 132 del C.P.P. se ha establecido como un principio para la aplicación 
de las medidas coercitivas que “la libertad personal y los demás Derechos 
fundamentales reconocidos por la constitución y los Tratados relativos a 
Derechos Humanos celebrados por el Perú, sólo podrán ser restringidos 
cuando fuera absolutamente indispensable, en la medida y por el tiempo 
estrictamente necesario para asegurar la averiguación de la verdad, el 
desarrollo delprocedimiento y la aplicación de la Ley. 
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Dentro de ese marco conceptual se encuentra el reordenamiento de las 
atribuciones del  
Ministerio Público respecto a la investigación como parte del sistema 
acusatorio. 
d. Función Persecutora Del Delito La función penal del Ministerio público, es la 
más importante y de más hondasignificación institucional que le tiene 
reconocida la Constitución, lo que significa, que lo lleva a preservar la 
imparcialidad del juez. 
SAN MARTÍN CASTRO10la dirección jurídico-funcional de la Policía, es la 
función más compleja pero más significativa del Ministerio Público, dado que le 
permitirá definir el rumbo de la persecución penal, dificultad que se engarza en 
el hecho que nuestro sistema institucional considera a la Policía, en su misión 
de Policía Judicial, como orgánicamente adscrita al Ministerio del Interior, 
perro funcionalmente sometida a las directivas fiscales. Se trata de una función 
limitada a la dirección y a la vigilancia de las investigaciones.  
 
El Fiscal ejerce ante ello, una doble función: de control y de impulso de la 
Policía Judicial, y como tal, debe estar en condiciones de superponerse a la 
organización burocrática policial, y de ser el efectivo director de la policía 
judicial, evitando que los actos de investigación sigan caminos que no sean el 
del objetivo esclarecimiento de los hechos y que éstos no lesiones derechos 
fundamentales. La coordinación interinstitucional, es una garantía del éxito de 
                                                          
10SAN MARTÍN CASTRO, César, Artículo El Perfil del Fiscal en el Sistema de Justicia Penal Peruano", Lima 
- Junio 2001. 
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ésta función, en términos de eficacia y de reconstrucción del sistema de 
investigación. 
 
La persecución del delito le está reservada constitucionalmente. La promoción 
de la justicia penal,así como la introducción de la pretensión penal. La fase de 
la investigación está llamada a ser pre-procesal, la contribución del Fiscal, 
consiste en liberar al Juez de la investigación, y sobre todo, desformalizarla 
para así preservar la hegemonía del juicio, sin perjuicio del control judicial 
respectivo y de la intervención del órgano jurisdiccional cuando se trate de 
limitar derechosfundamentales para asegurar la punibilidad. De él depende el 
éxito o el fracaso de la investigación. 
 
Lo que permite concluir, que queda ratificada el rol activo del Ministerio Público 
en el proceso penal, encargada de sostener la pretensión punitiva y de aportar 
las pruebas, que en su caso, enerven la presunción de inocencia. 
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CAPÍTULO III 
_______________________________________________________________________________ 
METODOLOGÍA 
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3.1. Hipótesis  
 
“Los factores jurídicos por los cuales se debe suprimir la intervención del 
Ministerio Público en los procesos de divorcio por separación convencional 
son: la autonomía privada de la voluntad y la irrelevancia práctica de su 
actuación en el proceso”. 
 
3.2. Variables  
 
VARIABLE INDEPENDIENTE  
 
Factores jurídicos por los cuales se debe suprimir la intervención del Ministerio 
Público en los procesos de divorcio por separación convencional. 
 
VARIABLE DEPENDIENTE 
- Autonomía privada de la voluntad y  
- La irrelevancia práctica de su actuación en el proceso”. 
 
3.3. Tipo de estudio 
 
 Por su Finalidad: Básica 
Esta investigación resulta ser básica por cuanto se orienta a la 
identificación de los criterios jurídicos por los cuales se objeta la 
intervención del Ministerio Público en los procesos de divorcio por 
separación convencional, según estudio en Trujillo- 2016. 
 
 Por su Profundidad: Descriptiva – Explicativa 
La presente investigación por su profundidad tiene carácter 
descriptiva, en tanto se orienta a describir el funcionamiento del 
proceso de divorcio y la intervención del Ministerio Público, y asimismo 
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este trabajo es de naturaleza explicativa, por cuanto nos abocaremos 
a la determinación de una propuesta específica para limitar o suprimir 
la interveción del Ministerio Público en este tipo de procesos. 
 
3.4. Métodos de investigación 
 
A) MÉTODO CIENTÍFICO 
 
La presente investigación ha sido desarrollada a través del método 
científico, entendiéndose a éste como el conjunto de procedimientos 
destinados a verificar o refutar proposiciones referentes al tema de 
nuestro trabajo, teniendo entre sus características más saltantes: 
fáctico, pues se basa fundamentalmente en hechos; Verificación 
empírica: revisa o contrasta sus afirmaciones con la realidad; 
Autocorrectivo: de ser necesario, corrige o ajusta sussus conclusiones; 
Objetivo: persigue hallar la verdad fáctica, sin importar lo que piense 
sobre tal hecho el investigador. Es decir que aunque sus ideales o 
principios sean distintos, acepta como realidad un hecho comprobado. 
 
B) MÉTODO SINTÉTICO – ANALÍTICO 
 
Método utilizado en la presente investigación, esencialmente al 
momento del procesamiento de la información de toda la 
documentación recopilada durante la primera etapa del proyecto, la 
misma que una vez seleccionada a través de un análisis detallado y 
minucioso, se especializó y determinó los puntos primordiales; teniendo 
a lo largo de todo este proceso presente la hipótesis a comprobar; a su 
vez también fue utilizado al momento de elaborar las conclusiones y 
propuestas a presentar tanto teóricas como normativas. 
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C) MÉTODO INDUCTIVO - DEDUCTIVO 
 
Método utilizado tanto en la recolección de la información,  así como en 
la elaboración del marco teórico al establecerse las categorías jurídicas 
desde lo general a lo particular. De igual manera, que el analítico - 
sintético este método también fue empleado en la elaboración de las 
conclusiones y recomendaciones, en la conclusiones para determinar 
de la manera más precisa los resultados de todo el proceso de 
investigación y ser coherente con lo estudiado, y respecto de las 
recomendaciones a fin de proyectarse a futuro y que la propuesta 
presentada sea un beneficio en mejora de la normatividad. 
 
D) MÉTODOS JURÍDICOS 
 
 Método Doctrinario 
 
Utilizado para seleccionar información con bases doctrinarias sobre el 
Derecho de Familia, extrayendo las distintas posturas sobre el tema a 
investigar tanto de autores nacionales como  internacionales. 
 
 Método doctrinario 
 
Utilizado para seleccionar información con bases doctrinarias, 
extrayendo las distintas posturas sobre el tema a investigar tanto de 
autores nacionales como  internacionales. 
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 Método interpretativo 
 
Empleado esencialmente para lograr procesar la información, delimitar 
conceptos y obtener conclusiones, de acuerdo a lo planteado en los 
objetivos generales y específicos. 
 
 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
 
Las técnicas y los instrumentos utilizados en el presente proyecto de 
investigación han sido: 
 
De la Recopilación Documental 
 
Técnica aplicada a los diversos materiales que tuvimos acceso sobre la 
problemática jurídica de la aplicación de la responsabilidad civil en 
nuestro país.  
 
El instrumento empleado en dicha técnica fue las guías de 
observación. 
 
Del  Fotocopiado 
 
Técnica que mediante el instrumento fotocopia, nos permitió utilizar el 
avance de la tecnología para contar con reproducciones de los libros y 
revistas que me sirvieron de soporte bibliográfico en el desarrollo del 
tema y procesamiento de la información relacionada a ello.  
 
El instrumento empleado en esta técnica  fueron las Fotocopias. 
 
Del  Internet 
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Técnica por la cual logramos acceder a páginas webs para 
complementar nuestro marco teórico.  
 
El instrumento empleado en dicha técnica fue las Páginas web.  
 
 
 
3.6. Métodos de análisis de datos 
 
-  Interpretación de la información 
 
 La información obtenida de diversas fuentes será sometida al análisis 
para determinar las conclusiones que nos permitan fundamentar 
nuestra hipótesis, así como para elaborar nuestro marco teórico.  
 
- Tabulación de la información 
 
La elaboración de cuadros se realizará con el objeto de un mayor 
entendimiento del tema;  a través de los gráficos podremos apreciar las 
distintas tendencias de opinión sobre nuestra propuesta. 
 
- Arribo de las conclusiones 
 
Después de haber leído, analizado y comprendido toda la información 
recopilada, se procedió a realizar las respectivas conclusiones de la 
investigación. 
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CAPÍTULO IV 
_______________________________________________________________________________ 
DISCUSIÓN DE RESULTADOS 
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FACTORES JURÍDICOS QUE FUNDAMENTAN LA  
SUPRESION DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LOS PROCESOS DE DIVORCIO 
POR CAUSAL EN LOS CASOS DE MATRIMONIO  
 
1.- SUPRIMIR LA INTERVENCION DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LOS 
PROCESOS DE DIVORCIO POR CAUSAL EN LOS CASOS DE 
MATRIMONIO SIN HIJOS PERMITE MAYOR CELERIDAD. 
 
La ineficiencia del Ministerio Publico en la representación de los distintos 
tipos de interés en la sociedad ha quedado de manifiesto desde ya hace un 
tiempo pero cómo y en qué  medida esta representación es eficaz.  
 
El Proceso de divorcio lo solicita cualesquiera  de los cónyuges puede 
interponer la demanda de divorcio, o ambos de forma conjunta, siempre 
que concurra alguna de las causas que exige la ley. La presentación de la 
demanda puede ser de mutuo acuerdo para producir los efectos de la 
sentencia de divorcio, mismos que pueden concretarse en los siguientes:  
 
- Queda disuelto el matrimonio, los que eran cónyuges pasan a ser 
divorciados y pueden contraer nuevo matrimonio civil, incluso pueden 
volver a contraer nuevo matrimonio entre sí.  
 
- Queda disuelto el régimen económico del matrimonio.  
 
- La sentencia del divorcio no afectará a terceros de buena fe (que han 
podido o pueden contratar con los cónyuges), sino a partir de la fecha de 
su inscripción en el Registro Civil, a partir de cuyo momento puede ser 
conocida por cualquiera. 
 
Iniciaremos entonces la tramitación de un proceso donde tengamos que 
desahogar un procedimientode divorcio tendrá que motivarse en todas y 
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cada una de las instancias a las que nos obligue el procedimiento respecto 
del caso controvertido que presentamos al órgano jurisdiccional, es 
necesario también distinguir a quienes les causa interés la resolución que 
emane del órgano jurisdiccional, tomando en consideración que este mismo 
órgano es también parte en el proceso y lleva a cabo en su seno el 
procedimiento, debemos recordar entonces que las otras partes serán 
siempre el actor o actores y el demandado o demandados, pues existe 
entre estos tres una interrelación jurídica-procesal y procedimental directa, 
que vincula el supuesto normativo supuestamente violado, o, en el 
particular, elegido por los accionantes, con las consecuencias jurídicas, 
pues la actividad procedimental del actor y demandado harán llegar al juez, 
que es el representante del órgano jurisdiccional, los elementos necesarios 
para decidir quién tiene o no derecho en el caso concreto controvertido 
planteado ante el órgano jurisdiccional por las partes, que en nuestro caso 
es la obtención de la disolución del vínculo matrimonial. 
 
Además DE LAS PARTES, resulta innegable la posible presencia de otros 
sujetos como peritos, testigos, terceros interesados en deducir algún 
derecho, el Estado, los abogados, el ministerio público, todas estas 
personas también forman parte del procedimiento, sin embargo hay que 
entender que estos sujetos procesales, son exactamente eso, sujetos 
procesales, lo que nos auxiliara a diferenciar desde que vamos a presentar 
nuestro escrito inicial de demanda, a los sujetos que integran la 
relaciónjurídico procesal y son parte en el proceso y serán a quienes 
afectan las resoluciones que en esta relación se pronuncien, 
diferenciándolas de los sujetos procesales, pues estos últimos solo son 
parte cuando excepcionalmente les afecta determinada resolución, siendo 
por lo regular sujetos a quienes no afectan las resoluciones judiciales. 
 
Habiendo conocido ya a las partes en el proceso y sabedores entonces que 
de los sujetos procesales mencionados con antelación solo interviene en el 
caso específico que nos ocupa, que es el DIVORCIO, el agente del 
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ministerio público adscrito al juzgado en que presentemos nuestra 
demanda, esto en consecuencia como lo establecen nuestras leyes y 
los tratados celebrados en este tenor velan por  la protección y custodia del 
interés superior de los niños y adolescentes conforme a la convención 
sobre los derechos del niño.  
 
dentro de las sociedades civilizadas, como la nuestra, se necesita un orden 
determinado, que no sea arbitrario ni casual, sino producto de las normas 
jurídicas que, a efectos de organizar, den cumplimiento irrestricto, por 
exigencia del estado constitucional de Derecho, por el PRINCIPIO DE 
CELERIDAD PROCESAL EFECTIVA, entendiendo este como, una 
aspiración que busca evitar que por medio de las actuaciones innecesarias 
se pretenda dilatar el proceso o procedimiento ello teniendo en cuenta una 
situación así, haría oneroso el acceso a la justicia e implicaría un excesivo 
esfuerzo por parte de los interesados para alcanzarla.     
 
La lentitud judicial del Ministerio Público es uno de los factores que resulta 
su  intervención, pues debido a actuar hace lento un proceso de divorcio, 
dinámico, rápido, pues en ocasiones no queda solamente en la separación 
de cuerpos, sino también hay urgencia en la separación de bienes, libre 
disposición en materia de derechos reales, vinculadas con otros aspectos 
prescritos en nuestro Código Civil; por ello es que considero imprescindible 
analizar  la necesidad de un reordenamiento legislativo, económico y 
administrativo, derogando la intervención del Ministerio Público en los 
procesos judiciales de divorcio. 
 
Desde esa perspectiva  justifica la supresión del Ministerio Publico en los 
procesos civiles de divorcio por causal  porque con ello se agilizaría más 
los procesos judiciales, sin dilatarlos y permitir una tutela jurisdiccional 
efectiva. 
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2.- LA PARTICIPACION  DEL MINISTERIO PUBLICO EN LOS 
PROCESOS DE DIVORCIO PRESCRITO EN EL ARTICULO 481 DEL 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL NO GOZA DE LEGITIMIDAD PARA OBRAR. 
 
Si nos proponemos evaluar la eficacia con que el Ministerio Publico 
representa o defiende el interés público frente a los procesos de divorcio 
por causal tenemos que determinar que el interés público es un interés 
vacío. Puesto que el propósito del Ministerio Publico está formado por el 
conjunto de pretensiones del estado, las cuales están relacionadas (o 
pretende estarlo) con las necesidades de todos los miembros de la 
comunidad en su totalidad y cuya implantación es competencia exclusiva 
del estado. 
 
El Ministerio Publico busca la satisfacción del interés del interés colectivo 
por ello en un grupo de ascendencia común, otorgando importancia al 
grupo familiar como una unidad social fundamental otorgándole una 
estructura institucional específica y mecanismos jurídicos para su defensa y 
protección. Desde luego, en las relaciones familiares existe interés difusos 
que solo incumben a los particulares. Ello significa que el estado solo se 
encarga de garantizar las condiciones en que se establecen dichas 
acciones. 
 
La pregunta que podríamos hacer es ¿Qué tipo de interés protegería la 
Ministerio Publico cuando interviene en un proceso de divorcio? En este 
carácter del Ministerio Publico no goza de discrecionalidad necesaria para 
decidir su intervención en casos concretos, como es el ejemplo en un 
divorcio por mutuo acuerdo, generando una dilatación innecesaria del 
proceso, vulnerando el debido proceso. La función del Ministerio Publico 
como órgano accionante, se observa claramente en la protección del 
matrimonio como célula básica de la sociedad. Pero es claro que en casos 
en donde hay manifestación de voluntad por partes de los esposos y 
teniendo en cuenta la no existencia de hijos. 
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3.- EL ARTÍCULO 481 VULNERA EL PRINCIPIO  CELERIDAD Y 
ECONOMIA PROCESAL, OCASIONANDO  QUE LOS PROCESOS SE 
TORNEN  LENTOS. 
 
En ese contexto, y adentrándonos dentro de lo que es el proceso civil  a 
una persona solicita el divorcio, este proceso debería ser rápidoconforme a 
la normatividad prescrita en la carta magna. 
 
La Constitución política, como es sabido además de ser la Norma con 
mayor rango, regula los derechos y garantías de todo individuo, y es en ese 
correlato que las leyes procesales- civiles- deben apuntar al respeto de 
dichos derechos y garantías. Podríamos decir que la Constitución tiene una 
vinculación directa con los procesos, pues en el caso peruano por ejemplo, 
encontramos que regula garantías procesales en general, y éstas deben 
ser observadas y aplicadas por todo juzgador, sobre todo en los procesos 
penales en donde está en juego derechos fundamentales como la libertad 
de las personas. 
 
La ConstituciónPolítica del Perú consagra el Principio de "CELERIDAD Y 
ECONOMIA PROCESAL" enel cual a tenor dice; "Consiste en que el 
proceso se concrete a las etapas esenciales y cada una de ellas limitada al 
término perentorio fijado por la norma. En observancia de este principio se 
descartan los plazos o términos adicionales a una determinada etapa, esto 
es, los que se surten como complemento del principal y las prórrogas o 
ampliaciones. También implica que los actos se surten en la forma más 
sencilla posible, para evitar dilaciones innecesarias”. 
 
Como vemos  el principio de celeridad procesal se expresa a través de 
diversas instituciones del proceso, por ejemplo, la perentoriedad e 
improrrogabilidad de los plazos. Está manifestado a través de todo el 
proceso por medio de normas impeditivas y sancionadoras de la dilación 
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innecesaria, así como por mecanismos que permiten el avance del 
proceso. 
4.- LA INTERVENCION DEL MINISTERIO PUBLICO  EN LOS 
PROCESOS DE DIVORCIO POR CAUSAL SIN  HIJOS GENERA MAYOR 
CARGA PROCESAL EN EL PODER JUDICIAL. 
 
Tal como se podrá apreciar y comprobar en la realidad jurídico procesal, 
existen múltiples casos a nivel nacional, en los cuales el Poder Judicial 
dedica personal para elaborar cédulas de notificación, personal notificador, 
gasto de materiales de escritorio entre otros recursos humanos, materiales 
y logísticos, a fin de poner en conocimiento del representante del Ministerio 
Público, la existencia de una pretensión civil sobre DIVORCIO, luego de lo 
cual, el Fiscal designado para el caso, deberá dedicar parte de su tiempo 
en elaborar la contestación de demanda, y asistir a la audiencia, dejando 
pendiente su Despacho para otros asuntos de mayor prioridad, además del 
gasto de materiales de escritorio, que afectan al Estado; siendo en realidad 
una pretensión de los cónyuges que buscan tutela jurisdiccional a fin de dar 
por fenecida su relación conyugal, sociedad de gananciales, y en ciertos 
casos, poder regularizar su nueva vida convivencial. 
 
El problema  principal que genera la intervención del Ministerio Publico en 
los procesos de divorcio es la necesidad de disminuir la carga procesal del 
Poder Judicial. Siendo que esto sea un fin atendible e importante para el 
trámite que brinda a las personas, conforme a su autonomía individual en 
mejores condiciones que las actuales.  
 
Si dos personas han decidido dar por terminado  su proyecto matrimonial 
no tiene viabilidad la intervención del Ministerio Publiocuando este genera 
una congestión del Poder Judicial. Sera necesario asegurar marcos 
jurídicos que garanticen la eficacia del Ministerio Publico. Esta iniciativa va 
bien encaminada hacia ello pese a que actualmente no tiene un papel 
importante tendra que cambiarse para que las personas  puedan acceder 
69 
 
más fácilmente y de una manera rápida  a concretar las decisiones que 
toman sobre sus vidas. 
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CONCLUSIONES 
 
PRIMERA:  
 
En esta investigación se ha logrado determinar que existen suficientes 
fundamentos jurídicos para sostener la no intervención del Ministerio Público 
en los procesos de divorcio por separación convencional, en atención a la 
consagración de la autonomía de la voluntad y la irrelevancia práctica en su 
actuación procesal, por lo que queda plenamente justificada esta investigación. 
 
SEGUNDA: 
 
Se reconoce la importancia de la familia como fundamento de toda sociedad 
humana y es en su seno donde se crean los lazos afectivos imprescindibles 
para transmitir la cultura y los valores ideológicos y morales de unas 
generaciones a otras; por lo que de no existir estos elementos, el Derecho 
como instrumento protector de las relaciones personales tiene la 
responsabilidad de brindarle todo el resguardo que ella requiera, y facilitarle 
las respuestas jurídicas frentea su disolución. 
 
TERCERA: 
 
En cuanto a la intervención del Ministerio Público, se debe señalar que el 
concepto de parte es estrictamente procesal y esa calidad está dada por la 
titularidad activa o pasiva de una pretensión y es totalmente independiente de 
la efectiva existencia de la relación jurídica sustancial, sobre cuyo mérito se 
pronunciará la sentencia; y el Ministerio Público no argumenta ninguna 
pretensión en los procesos de divorcio, limitándose únicamente a formular 
oposición al divorcio, pero sin sustento legal y/o fáctico suficiente.  
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CUARTA: 
 
La capacidad de ser parte del proceso es la aptitud para ser titular de derechos 
y deberes procésales. En este aspecto, si bien es cierto el Ministerio Público 
interviene para cumplir con el principio de legalidad al encontrarse establecido 
en una norma, resulta decorosa su intervención, ya que su ausencia no 
repercutirá en el fondo de la controversia de divorcio. 
 
QUINTA: 
 
Todo litigante tiene el derecho de comparecer personalmente ante cualquier 
juez para la defensa de sus derechos, pero en algunos casos es la parte 
misma quien delega esa intervención en un tercero que actúa en nombre suyo, 
mientras que en otros por tratarse de incapaces de hecho, la ley impone la 
intervención de la persona que integra su capacidad. En el primer supuesto 
existe una representación convencional y en segundo representación legal. 
 
SEXTA: 
 
La lentitud judicial del Ministerio Público es uno de los factores que caracteriza 
su  intervención, pues debido a actuar hace lento un proceso de divorcio, 
dinámico, rápido, pues en ocasiones no queda solamente en la separación de 
cuerpos, sino también hay urgencia en la separación de bienes, libre 
disposición en materia de derechos reales, vinculadas con otros aspectos 
prescritos en nuestro Código Civil. 
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RECOMENDACIONES 
 
1. Tal como se podrá apreciar y comprobar en la realidad jurídico procesal, 
existen múltiples casos a nivel nacional, en los cuales el Poder Judicial dedica 
personal para elaborar cédulas de notificación, personal notificador,  gasto de 
materiales de escritorio entre otros recursos humanos, materiales y logísticos, 
a fin de poner en conocimiento del representante del Ministerio Público, la 
existencia de una pretensión civil sobre DIVORCIO POR CAUSAL, 
SEPARACION DE CUERPOS POR SEPARACION DE HECHO, O 
SEPARACIÓN CONVENCIONAL, luego de lo cual, el Fiscal designado para el 
caso, deberá dedicar parte de su tiempo en elaborar la contestación de 
demanda, y asistir a la audiencia, dejando pendiente su Despacho para otros 
asuntos de mayor prioridad, además del gasto de materiales de escritorio, que 
afectan al Estado; siendo en realidad una pretensión de los cónyuges que 
buscan tutela jurisdiccional a fin de dar por fenecida su relación conyugal, 
sociedad de gananciales, y en ciertos casos, poder regularizar su nueva vida 
convivencial. 
 
2. Por los motivos que ha sido materia de exposición de la realidad peruana en la 
problemática del divorcio, que merece una solución ágil y oportuna, es 
necesario se suprima la intervención del Ministerio Público la intervención del 
Ministerio Público, como parte de los procesos civiles de Separación de 
Cuerpos y Divorcio por Causal, salvo en los casos que se trate de niños y 
adolescentes en situación de riesgo o abandono, y cuando se trata de 
incapaces sin discernimiento, y en los casos de protección patrimonial, 
aplicando los principios de economía y celeridad procesal, pues su 
intervención implica inversión de recursos humanos (horas-hombre) y recursos 
logísticos. 
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3. Considero necesario además, impulsar en la actualidad, no solo una reforma 
de la legislación, sino también, y quizás con mayor relevancia, un proyecto a 
nivel de los órganos ejecutivos a fin de que se permitan estos objetivos. 
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